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Exp.- 254/2021.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 254/2021.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: TESORERÍA, DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, Y  SU ALFREDO DÍAZ RAMOS POLICÍA VIAL, TODAS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ..

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticinco de abril de  de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 254/2021, promovido por el C.**********, contra actos de la Tesorería Municipal, la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y el Policía Vial Alfredo Díaz Ramos.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 19 diecinueve de abril de 2021 dos mil veintiuno, el C.**********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Tesorería Municipal, la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y el Policía Vial Alfredo Díaz Ramos y por los actos que se precisan a continuación:

“1.- La emisión de la boleta de infracción folio B 499079, de fecha 09 de abril de 2021, emitida por el Agente de Policía Vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal  del Municipio de San Luis Potosí, el Servidor Alfredo Díaz Ramos.

2.- El cobro amparado en el recibo de pago AB 1577371, expedido el 12 de abril de 2021, mismo que deriva de la boleta de infracción impugnada en el primer punto de éste capítulo.

3.- La emisión de la boleta de infracción folio B 499080, de fecha 09 de abril de 2021, emitida por el Agente de Policía Vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal  del Municipio de San Luis Potosí, el Servidor Alfredo Díaz Ramos.
4.- El cobro amparado en el recibo de pago AB 1577372, expedido el 12 de abril de 2021, mismo que deriva de la boleta de infracción impugnada en el tercer punto de éste capítulo.”
En auto del 28 veintiocho de mayo de 2021 dos mil veintiuno, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 10:00 diez horas del 29 veintinueve de marzo de dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos, se agregaron a los autos los escritos de las diversas Autoridades Demandadas la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y el Policía Vial, así mismo se hizo constar que la Parte Actora no formuló alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada entre un particular y una autoridad municipal, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso, el interés jurídico de la Parte Actora se encuentra plenamente acreditado con las documentales relativas a los actos impugnados, ya que de las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080, se desprende que al Actor se le atribuye la calidad de conductor del vehículo, y los recibos AB 1577372 y AB 1577371 fueron expedidos a nombre del Actor; por lo cual es evidente que a la Parte Actora le asiste interés jurídico para controvertir las boletas de infracción en donde se impone una sanción de multa, así como la ejecución de dicha sanción con la recepción del pago correspondiente en la Tesorería Municipal.
Por su parte, el Licenciado Rodrigo Portilla Díaz acreditó su personalidad como Tesorero Municipal de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 33 treinta y tres del expediente en que se actúa.
Por otra parte, el Capitán Edgar Oswaldo Jiménez Arcadia acreditó su personalidad como titular de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 39 treinta y nueve del expediente en que se actúa.

Por su lado, el C. Alfredo Díaz Ramos acreditó su calidad de Policía Municipal de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 61 sesenta y uno del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia que hacer valer de oficio.
En su contestación de demanda, el Tesorero Municipal hace valer como causal de improcedencia que esa autoridad no emitió acto administrativo alguno, sino que se limitó a recibir el pago que voluntariamente realizó la Parte Actora, por lo cual no existe acto administrativo atribuible a dicha autoridad.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, el argumento del Tesorero Municipal de San Luis Potosí  es infundado, como se explica a continuación.

De acuerdo con el artículo 230 fracción II inciso a) del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, tiene la calidad de demandadas tanto las autoridades ordenadoras como las ejecutoras del acto impugnado; a continuación se transcribe el dispositivo citado:

“ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:
I. El actor, que puede ser el particular que se sienta afectado por actos o resoluciones de las autoridades; o la autoridad, cuando impugne una resolución administrativa o fiscal favorable le a aquéllos, por considerar que lesiona a la administración pública o al interés público;

II. El demandado, teniendo este carácter:

a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal;

b) El particular a quien favorezca la resolución cuya modificación o nulidad pida la autoridad administrativa, conforme al artículo 6º fracción VI de la Ley Orgánica del tribunal.

III. La Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado o las tesorerías municipales en los juicios en que se controvierta el interés fiscal del Estado o de los ayuntamientos, y

IV. El tercero, pudiendo intervenir con ese carácter cualquier persona, física o moral, derechos sean incompatibles con la pretensión del demandante o sus intereses puedan resultar afectados por las resoluciones del Tribunal.”

En ese sentido, si como lo aduce el Tesorero, se limitó a recibir el pago de la multa impuesta en la boleta de infracción, lo que hizo fue ejecutar la sanción impuesta en la respectiva boleta de infracción, de ahí, que adquiera la calidad de autoridad ejecutora del acto impugnado, y por tanto, si existe acto impugnado atribuible dicha autoridad como ejecutora de las sanciones impuestas en las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080.
De lo anterior se sigue, lo infundado de la causal de improcedencia invocada por la Tesorería Municipal de San Luis Potosí.

Por otra parte, el Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, invoca como causal de improcedencia, que no existe acto impugnado atribuible a esa autoridad, porque no se le atribuye la calidad de autoridad ordenadora o ejecutora del acto impugnado.
A juicio del suscrito Magistrado, es infundada la causal de improcedencia invocada por el Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, toda vez que las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080, sí son atribuibles a dicha autoridad, como se explica a continuación.
En términos del artículo 15 fracción VI de la Ley de Tránsito del Estado, que la autoridad cita como sustento de su acto, el Titular de Tránsito Municipal es quien ostenta la competencia para elaborar las boletas de infracción, misma que ejerce por conducto de sus agentes. En seguida se transcribe el precepto legal citado:

“ARTICULO 15. Son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial: (…)

VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; (…)”

De ahí, que los titulares de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y de la Policía Vial, como titulares de la autoridad reguladora del tránsito en el Municipio de San Luis Potosí, según dispone el artículo 15 fracciones I y III del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, son autoridades competentes y responsables de las boletas de infracción que emiten los agentes de tránsito bajo su mando. A continuación se transcribe la disposición en cita:

“Artículo 15.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Corporación contará con la siguiente estructura orgánica:

I. Comisario, Titular de la Corporación.

Unidos Mexicanos. (…) 

III. Dirección de Policía Vial; la cual ejercerá las funciones de Tránsito establecidas en el Art. 115, Fracc. III, inciso h y VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.(…)”
De lo anterior, se sigue lo infundado de la causal de improcedencia invocada por el Comisario  de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

La Parte Actora aduce que las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080, son ilegales por la defectuosa fundamentación y motivación, en cuanto a los datos de la identificación del policía vial que levantó la infracción, como en las circunstancias de tiempo modo y lugar de la comisión de la infracción.
Por su parte, las Autoridades Demandadas sostienen que las referidas boletas de infracción son legales.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 4 cuatro a la foja 11 once  del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, los actos impugnados resultan ilegales por una indebida fundamentación de la competencia de la Autoridad emisora.
De acuerdo a lo que dispone el penúltimo  párrafo del artículo 250 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, son de orden público y por ende de estudio oficioso como causa de ilegalidad, tanto la competencia de la autoridad como la ausencia absoluta de fundamentación y motivación.
Ahora bien, para conocer el alcance de la de la facultad que confiere dicha disposición, resulta útil la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que interpretó el artículo 238 penúltimo párrafo del Código fiscal de la federación, y el artículo 51 penúltimo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, dos disposiciones del mismo contenido normativo que el artículo 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia citada:
“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.- El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.- Contradicción de tesis 148/2007-SS.- Segunda Sala.”

Del contenido de la Tesis de Jurisprudencia, se advierte, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación funcionando en su Segunda Sala, determina que el sentido de la disposición, es que el estudio de la competencia es obligatorio, y que comprende diversos aspectos como  la ausencia de fundamentación, la indebida fundamentación, y la insuficiente fundamentación; y que en todo caso, ante la falta de un pronunciamiento expreso, se debe entender, que se consideró que la autoridad era competente.
En ese orden de ideas, acorde a lo que dispone el artículo 250 penúltimo párrafo, esta Tercera Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa está obligada al análisis de la competencia de las autoridades emisoras del acto impugnado; estudio que debe comprender diversos aspectos, como los son la ausencia, la indebida y la insuficiente, fundamentación de la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado.
En atención a lo anterior, debemos traer a colación, lo que dispone el artículo 6° fracción I de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, el agente de tránsito es el policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito, y que, la calidad de agente de tránsito se acredita con la credencial que se expida en términos del artículos 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí. Nos permitimos transcribir la disposición relativa:
“ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Agente de tránsito: policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito. La calidad de agente de tránsito se acreditará con la credencial que se expida en los términos del artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; es de carácter funcional y competencial y es independiente del nivel que se tenga en la escala jerárquica y cargo en los reglamentos respectivos; (…)”
De acuerdo con lo anterior, el artículo 91 fracciones I y II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, establece como requisitos de la boleta de infracción, el nombre y cargo de la persona que la levanta (emite), y los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con que se identifica quien levanta la infracción, debiendo precisar al respecto el nombre, cargo, vigencia de la credencial, el número de credencial, y la autoridad que emitió la credencial en términos de las disposiciones aplicables. A continuación se transcribe la disposición en comento:
“ARTICULO 91. (DEROGADO, P.O. 11 DE JUNIO DE 2016) 
Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta; 

(REFORMADA, P.O. 19 DE DICIEMBRE DE 2013) 
II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; (…)”

De una interpretación sistemática, de los artículos 6° fracción I, y 91 fracciones I y II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; es dable al suscrito concluir, que la exigencia de circunstanciar los datos de la credencial con que se identifica el agente de tránsito que levanta la boleta de infracción, no es otra cosa que la fundamentación de la competencia de la autoridad que emite el acto administrativo; habida cuenta que, es la credencial la que acredita la calidad de agente de tránsito, y por tanto la competencia orgánica para emitir o levantar la boleta de infracción.
Debiéndose destacar además, que la credencial con que se identifique, es la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, disposición que es del contenido siguiente:
“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional. 

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento. 

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. 

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego. 

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública.”

De la transcripción, se advierten los requisitos y características de las credenciales con que deben contar los integrantes de los cuerpos de seguridad pública; de dichos requisitos se debe resaltar, que las credenciales deben ser expedidas el cuerpo de seguridad pública de que se trate, y por ende suscritas por su titular.
En ese orden de ideas, de una interpretación armónica de los artículos 2 fracción I y 91 fracciones I y II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; es dable al suscrito concluir, que la credencial con que se identifican los integrantes de un cuerpo de seguridad pública que ejercen funciones de agente de tránsito, debe ser expedida por el cuerpo de seguridad pública de que se trate, y firmada por el titular de dicha corporación,  cuya circunstanciación en la boleta constituye la fundamentación de la competencia del agente de tránsito, pues es con dicha credencial que se acredita la calidad de agente de tránsito.
Ahora bien, en el momento de la emisión de los actos impugnados, la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, era el cuerpo de seguridad pública del Municipio de San Luis Potosí, de acuerdo con los dispuesto en el artículo 4° del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí 
, y de acuerdo con lo que disponen los artículos 3 fracción V, 15 fracción I y 49 fracción I del mismo Reglamento Interno, el titular de dicho cuerpo de seguridad pública era el Comisario de Seguridad Pública Municipal. A continuación se transcriben las disposiciones reglamentarias citadas:
“Artículo 3.- Para los efectos de este reglamento, se entenderá por: (…)

V. Comisario, al Comisario de Seguridad Pública Municipal, funcionario que ostentará la titularidad de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; (…)”
“Artículo 4.- La Corporación tiene como objeto mantener el orden público, regular el tránsito de vehículos, peatones y semovientes, y coadyuvar a la Seguridad Pública en todo el territorio del Municipio de San Luis Potosí, garantizando que los actos de la población se realicen dentro de los límites del respeto a la vida privada, la paz y la moral pública, y ejercerá las atribuciones que sobre la materia le señalen las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales, velando siempre por el respeto de las garantías individuales en el ejercicio de las funciones de seguridad y vialidad.”

“Artículo 15.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Corporación contará con la siguiente estructura orgánica:

I. Comisario, Titular de la Corporación. (…)”

“Artículo 49.- El Comisario, tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

I. Dirigir y tener a su cargo y bajo su responsabilidad a la Corporación, ostentando el grado jerárquico máximo dentro de la misma, y dictando todas las medidas que sean necesarias para su correcto funcionamiento; respondiendo de ello ante el Presidente Municipal; (…)”
Por tanto, de la interpretación conjunta y armónica de los artículos 2 fracción I y 91 fracciones I y II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y con los artículos 3 fracción V, 4°, 15 fracción I y 49 fracción I del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; en el Municipio de san Luis Potosí, las credenciales con que acreditan como agentes de tránsito a los integrantes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, y por tanto su competencia para emitir una boleta de infracción, son las expedidas se expedidas y suscritas por el Comisario de Seguridad Pública Municipal, como titular de ese cuerpo de seguridad pública.
Bajo las premisas anteriores, a continuación se realiza el análisis de los actos impugnados consistentes en las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080. 

De la lectura de los actos impugnados, se advierte que se trata de formatos pre impresos, que cuentan con espacios en blanco para ser llenados con datos específicos, entre ellos, algunos datos relativos a la circunstanciación de la credencial con que se identifica el Policía con funciones de agente de tránsito, lo que como se ha establecido, corresponde a la fundamentación de la competencia.
Sin embargo, un dato que se encuentra pre impreso, es el correspondiente a la autoridad que emite la credencial con que el elemento de policía se identifica, y pretende acreditar la calidad de agente de tránsito, al respecto se establece literalmente lo siguiente:

“(…) EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO (…)”

Por tanto, es dable establecer, que la credencial cuyos datos se asientan en la boleta de infracción, no es la credencial a que se refieren los artículos 2 fracción I y 91 fracciones I y II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Habida cuenta que, como no corresponde al documento que exigen las disposiciones legales aplicables al caso concreto, que es la credencial expedida por el cuerpo de seguridad pública denominado Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, por conducto de su titular el Comisario de Seguridad Pública Municipal, acorde a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, carece de eficacia para acreditar la calidad de agente de tránsito.

En ese orden de ideas, si el documento circunstanciado en la boleta de infracción, que es citado como fundamento de la competencia de la autoridad emisora, resulta ser ineficaz, para cumplir con esa finalidad legal.

Luego entonces, la competencia de la Autoridad que emite el acto administrativo, no está debidamente fundada y motivada,  ya que, no se cita el documento idóneo para tal efecto, en términos de los artículos 2 fracción I y 91 fracciones I y II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí

Así las cosas, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, ya que la autoridad que emitió los actos impugnados consistentes en las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080, no fundo su competencia, ya que el documento con que se pretendió cumplir con el requisito legal de fundar la competencia, resultó ineficaz, tal y como se ha establecido en los párrafos precedentes.
De ésta manera, los diversos actos impugnados consistentes en los recibos de entero números AB 1577372 y AB 1577371, que amparan el pago de la sanción impuesta en las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080, resultan ilegales, al ser producto de un acto viciado de ilegalidad, que amparan el pago de lo indebido.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados consistentes en las boletas de infracción con números de folio B 499079 y B 499080, así como los recibos de entero números AB 1577372 y AB 1577371; por lo que se decreta su Nulidad y se les deja sin efecto legal alguno.
En ese tenor a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del citado Código, se ordena a las Autoridades Demandadas que reintegren a la Parte Actora las cantidades que amparan los recibos de entero con números de folio B 499079 y B 499080.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos, 248, 249, 250 fracción I, 251, 252, y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, por lo que se decreta su Nulidad y se les deja sin efecto legal alguno, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el Considerativo Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
� Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.


� No. Registro: 170,827, Jurisprudencia, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVI, Diciembre de 2007, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página: 154.


� Al momento de la emisión de la presente Sentencia, la corporación de seguridad pública del municipio de San Luis Potosí, es denominada Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, de acuerdo con el Reglamento emitido por el Ayuntamiento, y publicado en el Periódico Oficial del Estado del 1 uno de febrero de 2022 dos mil veintidós.






